
 

Separación de sobres. Contrato de aprovechamiento cinegético 

CONSULTA 

        “Buenos días, (…)   

Me pongo en contacto con vosotros porque tenemos unas dudas con respecto a un procedimiento de 

contratación, en concreto con un procedimiento negociado sin publicidad, que tenemos que licitar (se trata de 

un contrato administrativo especial, un aprovechamiento de caza que no tiene la superficie suficiente para 

constituir un coto, y que queda enclavado entre otros cuatro cotos de caza, por lo que se va a invitar a estos 

cotos para que hagan sus ofertas).  

No tenemos claro la manera más correcta de configurar los sobres. Dado que PICOS nos va a dejar configurar 

un expediente con dos o con cuatro sobres. Desde la sección jurídica de esta delegación nos plantean la 

necesidad de separar en sobres distintos criterios de adjudicación con valoración subjetiva, de los criterios de 

valoración objetiva y de la oferta económica. Con lo cual, al configurar el expediente en PICOS con dos sobres 

no cumpliríamos con la necesidad de separar esa documentación. Entiendo entonces, que la manera correcta 

de configurar los sobres y reflejarlo en el PCAP ha de ser en cuatro sobres, con un primer sobre para 

documentación administrativa y requisitos previos de contratación, un segundo sobre para los criterios de 

adjudicación subjetivos, un tercer sobre para los criterios objetivos y un cuarto sobre para la oferta económica.  

 

Agradeceríamos que nos sacarais de la duda, y si hay otra manera de hacerlo más ajustada a la ley que nos la 

indicarais,  

 

Un saludo” 

 

RESPUESTA 

 

En relación con la citada consulta hemos de indicar que la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector 

Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del 

Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014 (en adelante LCSP), regula en el artículo 157 el 

examen de las proposiciones y la propuesta de adjudicación, en particular su apartado 2 dice que “Cuando, de 

conformidad con lo establecido en el artículo 145 se utilicen una pluralidad de criterios de adjudicación, los 

licitadores deberán presentar la proposición en dos sobres o archivos electrónicos: uno con la documentación que 



 

deba ser valorada conforme a los criterios cuya ponderación depende de un juicio de valor, y el otro con la 

documentación que deba ser valorada conforme a criterios cuantificables mediante la mera aplicación de 

fórmulas.” 

 

Por su parte el artículo 146 de la LCS dice que “En todo caso, la evaluación de las ofertas conforme a los criterios 

cuantificables mediante la mera aplicación de fórmulas se realizará tras efectuar previamente la de aquellos otros 

criterios en que no concurra esta circunstancia (…)” 

 

De acuerdo con lo expuesto cabe señalar que, en el supuesto de utilizar varios criterios de adjudicación de distinta 

naturaleza, la ley únicamente obliga a presentar de forma separada, en dos sobres o archivos electrónicos, los 

criterios cuya ponderación dependan de un juicio de valor y los criterios cuantificables mediante la mera 

aplicación de fórmulas (oferta económica y criterios técnicos automáticos), valorándose en primer lugar los 

criterios cuya ponderación dependa de un juicio de valor.  

 

Sobre esta cuestión, la necesaria separación de sobres, se ha pronunciado el Tribunal Administrativo Central de 

Recursos Contractuales en varias ocasiones; así, en su Resolución 62/2013 ha advertido que lo que la ley pretende 

es “garantizar que en la apreciación del valor atribuible a cada uno de estos criterios no influye en absoluto el 

conocimiento de la puntuación que a cada una de las ofertas se haya atribuido por razón de los criterios evaluables 

mediante fórmulas.  

La pretensión del legislador tiene como fundamento el hecho de que, aun cuando los criterios de valoración de las 

ofertas deban ser siempre de carácter objetivo, en la valoración de los mismos, cuando no es posible aplicar 

fórmulas matemáticas, siempre resultará influyente un cierto componente de subjetividad que puede resultar 

acentuado de conocerse previamente la puntuación asignada en virtud de los criterios de la otra naturaleza. (…)”. 

 

Asimismo, el Tribunal Administrativo de Recursos Contractuales de la Junta de Andalucía, en su Resolución 

353/2019 indica “(…) Además, procede aclarar que la doctrina de este Tribunal y del resto de Órganos de resolución 

de recursos contractuales establece la separación en sobres distintos de la documentación relativa a los criterios 

sujetos a juicio de valor y la referente a criterios de evaluación automática para de este modo facilitar su 

evaluación en momentos independientes, evitando el conocimiento de aspectos de la oferta evaluables mediante 

fórmulas en la fase previa de valoración de aquellos otros aspectos sujetos a juicios de valor con la finalidad de 

garantizar la imparcialidad y objetividad en el proceso de valoración de las ofertas. Por lo tanto, de acuerdo con 



 

lo expuesto, resulta irrelevante que se presente la documentación evaluable mediante criterios automáticos en 

uno o dos sobres, por cuanto el contenido de ambos se circunscribe únicamente a esta documentación. (…)”  

 

Teniendo en cuenta lo anterior, y respondiendo a la consulta planteada, sería acorde con lo dispuesto en la ley 

presentar la oferta en tres sobres o archivos electrónicos: uno para la documentación administrativa; otro, para 

los criterios cuya ponderación dependan de un juicio de valor; y, un tercero, para los criterios cuantificables 

mediante la mera aplicación de fórmulas (en este último, se incluiría la oferta económica y los criterios técnicos 

automáticos). No obstante, no habría ningún impedimento legal en presentar la oferta tal y como sugiere el 

consultante, separando la oferta económica de la oferta técnica automática, aunque, como ya hemos señalado, 

no sería necesario ya que, incluir ambas ofertas en un único sobre, no alteraría en modo alguno la objetividad a 

la hora de valorarlas puesto que las mismas están sujetas a la aplicación de fórmulas de manera que en dicha 

valoración no va a poder influir en ningún caso la subjetividad de quien las evalúa. 

 

Sin perjuicio de lo anterior, esta unidad entiende que puede resultar interesante para ese órgano de contratación 

el Informe 36/2013, de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa del Ministerio de Hacienda y 

Administraciones Públicas, donde se cuestiona la naturaleza jurídica de los contratos de aprovechamiento 

cinegético. Entiende la Junta Consultiva que este tipo de contratos son patrimoniales, no contratos 

administrativos especiales, así señala que “(…) En cualquier caso, consideramos que la calificación del contrato no 

es la de administrativo especial, sino la de contrato patrimonial de la Administración, por tanto, de carácter 

privado, al que le resultarán de aplicación primero, sus leyes propias, como son la propia Ley de Montes y Gestión 

Forestal de Castilla –La Mancha, junto con la Ley de Montes 43/2003, de 21 de noviembre, así como la normativa 

local, esto es, Ley Reguladora de Bases del Régimen Local, Ley 7/1985, de 2 de abril, así como el Real Decreto 

1372/1986, de 13 de junio, por el que se aprueba el Reglamento de Bienes de las Corporaciones Locales; 

posteriormente, la Ley de Patrimonio de las Administraciones públicas y por último y, en su defecto, por las normas 

generales administrativas, en concreto y, en el caso, por el TRLCSP. (…)”. 

 

Finalmente indicar que, sin perjuicio de lo señalado anteriormente, la presente respuesta a la consulta planteada 

tiene carácter meramente informativo y en ningún caso resulta vinculante.  

 

SERVICIO DE ASESORAMIENTO Y NORMALIZACIÓN DE LOS PROCEDIMIENTOS DE CONTRATACIÓN 

 


